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Suprema da portazo a requerimiento 
de diputados oficialistas que buscaban 
destituir a fiscal Patricio Cooper 

decidió por unanimidad no acoger el recurso que buscaba destituir 

al fiscal regional de Coquimbo. Persecutor siguió la audiencia vía remota desde su región. 

  

Juan Pablo Andrews y María Catalina 

Batarce 
  

Por cerca de una hora estuvieron los ma- 

gistrados que integraron el pleno de la Cor- 

te Suprema ponderando los alegatos que se 

dieron en el marco de la solicitud de des- 

titución del fiscal regional de Coquimbo, 

Patricio Cooper. 

Fue a eso de las 14.30 cuando los aboga- 

dos Karinna Fernández, en representación 

de los parlamentarios del Partido Comu- 

nista y Frente Amplio que interpusieron 

el requerimiento, y Matías Insunza, en de- 

fensa del fiscal Cooper, entraron al plena- 

rio para desplegar su artillería ante los 16 

supremos que escucharon con atención las 

posturas. 

Como primera parte, el abogado relator 

Sebastián Pérez-Gazitúa hizo un resumen 

de la causa, que se originó el 3 de marzo de 

este año cuando el fiscal regional ordenó 

una diligencia de incautación de aparatos 

electrónicos a la diputada Karol Cariola en 

el marco del caso Sierra Bella. El cuestio- 

namiento se produjo debido a que Cariola 

justo ese día estaba dando a luz a su primer 

hijo, lo que motivó sendas críticas de par- 

lamentarios oficialistas. 

Ese día dos equipos de la PDI se moviliza- 

ron para dar cumplimiento de la orden ju- 

dicial: uno se dirigió hasta el departamento 

de Cariola, en Providencia, y otro hasta el 

Hospital Clínico de la Universidad de Chi- 

le, donde estaba la parlamentaria junto a 

su pareja, el senador PS Tomás de Remen- 

tería. Esa fue la primera parte que fundó 

el escrito presentado por los congresistas, 

seguido de la filtración del teléfono de Ca- 

riola, de la cual los diputados responsabili- 

zan a Cooper. En ese sentido, la acusación 

se fundaba en la supuesta “negligencia” 

del persecutor al ordenar la diligencia sin 

perspectiva de género y la falta de cuidado 

ante la filtración del teléfono de la diputa- 

da. 

Tal como en las tres solicitudes anterio- 

res de remoción de fiscales, donde se llevó 

a la Suprema a los fiscales Emiliano Arias, 

Marcela Cartagena y Xavier Armendáriz, el 

requerimiento de los parlamentarios ofi- 

cialistas fracasó. 

Los alegatos 

La primera en litigar fue Fernández, quien 

durante media hora buscó convencer a los 

supremos por qué Cooper debía ser desti- 

tuido. Citando jurisprudencia italiana, la 

abogada experta en Derechos Humanos, 

afirmó que fiscal Cooper había dejado de 

ser “idóneo al realizar acciones que son 

manifestaciones de una negligencia y que 

terminan afectando derechos fundamen- 

tales que estaba llamado a proteger”. 

Varias veces mencionó la revelación del 

informe de 487 de la PDI, donde los detec- 

tives plasmaron la recuperación de men- 

sajes de WhatsApp borrados del teléfono 

de la exalcaldesa de Santiago, Irací Hassler. 

Allí había diálogos de 2022 con Cariola, en 

que la parlamentaria se refiere en duros 

términos al Presidente Gabriel Boric. 

Asimismo, Fernández cuestionó que el 

alcalde de Santiago, Mario Desbordes, 

pudo acceder al contenido de dicho in- 

forme, sin ser interviniente, para estam- 

par una querella contra Hassler y Cariola. 

Quien estaría detrás de esa información 

filtrada, afirmó, sería la propia fiscalía de 

Coquimbo. 

“La argumentación fue que la Municipa- 

lidad era víctima. Yo representó a muchas 

víctimas de los delitos más perversos que 

se hayan cometido en este país, pero nun- 

ca un fiscal me ha entregado en una causa 

en que no soy parte. Eso jurídicamente no 

tiene sentido y constituye una infracción 

grave”, argumentó la abogada. 

Con todo, Fernández dijo que Cooper 

“vulneró la debida diligencia, el debido 

proceso y las garantías judiciales”. “Es evi- 

dente que en este caso el fiscal regional no 

respetó el principio de legalidad”. 

Por su lado, Insunza cuestionó la prue- 

ba de cargo de la etapa probatoria. Allí se 

presentaron dos testigos: De Rementería y 

Hassler. “El primer testigo en ese tiempo 

era diputado y pareja de Cariola. El segun- 

do testigo es imputada en la causa”. “Hay 

que preguntarse qué se acreditó la conduc- 

ta imputada en el requerimiento. Si ocu- 

rrió cómo ahí se indica y si fue negligente. 

La respuesta es un contundente no”, dijo el 

profesional. 

Asimismo, dijo que la diligencia se había 

fundado en una resolución judicial de la 

jueza Carla Capello y que los seis PDI que 

había declarado en la etapa probatoria ha- 

bían descartado alguna conducta vulnera- 

toria de derechos humanos. 

También el abogado señaló que el reque- 

rimiento respondía a fines políticos y no 

jurídicos. Para la parte final, Insunza des- 

tacó la trayectoria de Cooper, quien inició 

sus funciones como fiscal en 2000 al inicio 

de la reforma procesal penal. Según dijo, 

de las 19 fiscalías de Chile, la de Coquim- 

bo era la mejor calificada en dos aspectos: 
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aumento de condenas y la disminución de 

archivos. Sobre el primer punto, dijo que 

la de Coquimbo tenía un 34% de condenas, 

superior a todas las fiscalías del país. 

Reacciones 
La magistrada y vocera de la Suprema So- 

ledad Melo señaló que, pese a la unanimi- 

dad del fallo, este tendría “prevenciones”, 

que serán comunicadas una vez que se 

conozca la sentencia en los próximos días. 

Afuera del plenario, Insunza tomó el telé- 

fono para comunicarse con Cooper, quien 

recibió “tranquilo” la noticia. 

“Quedamos muy satisfechos con la re- 

solución, creemos que se hizo justicia. La 

República puede quedar tranquila de que 

este es un tribunal de derechos donde la 

política no ingresa, sino que se resuelve en 

función del mérito de las pruebas presen- 

tadas”, dijo el profesional. 

Por su lado, Fernández dijo: “Como de- 

fensora de los derechos humanos, lamento 

esta decisión. Y lamento aún más que sea 

unánime. Hemos demostrado que se le 

entregó información reservada a un tercer 

actor no interviniente en la causa por parte 

de un fiscal regional. Estos son hechos de 

especial gravedad y no resistirían análisis 

por parte del derecho internacional. Pero 

parece que en nuestro país hay institucio- 

nes que se resisten a cumplir con sus fun- 

ciones”. 

Este medio intentó comunicarse con par- 

te de los parlamentarios requirentes, pero 

no hubo respuesta. 

En tanto, consultado respecto de la reso- 

lución, el senador De Rementería indicó 

que esperará conocer el fallo íntegro de los 

ministros del máximo tribunal. Esto, dado 

que se habrían fijado ciertas prevenciones 

respecto del actuar de Cooper. 

La espera de Cooper en Coquimbo 
El fiscal Cooper siguió la audiencia desde 

Coquimbo. Desde su entorno se ñalaron 

temprano que su “ánimo se encontraba in- 

tacto” y que tenía “plena confianza en sus 

abogados”. 

Según ha manifestado a sus cercanos, el 

fiscal se encontraba preparado para “cual- 

quier escenario”, pero que “lamentaría” 

terminar así su carrera de 25 años en el Mi- 

nisterio Público. 

Ya a inicios de mayo, durante los alega- 

tos ante la jueza Mireya López a los cuales 

Cooper asistió, el persecutor manifestaba a 

su entorno estar confiado en que no había 

infringido la ley y la cuestionada diligen- 

cia respondía a la “premura” que, según él, 

requería la investigación. Esa misma con- 

fianza en haber actuado acorde a la ley y 

bajo el deber de su cargo es la que ha mani- 

festado a sus cercanos en los últimos días. 

En caso de tener que irse, Cooper lo ha- 

ría, dicen sus cercanos, “con la frente muy 

en alto”. 

De esta forma, la única fiscal que ha sido 

destituida fue Esmirna Vidal en 2005, en 

el marco del caso del exsenador Jorge La- 

vandero. O 

El persecutor que quiso 
“pinchar” el celular de 
Boric y allanar La Moneda 

Además de la causa que tiene como protagonista a Karol Cariola, el fiscal 

ha “incomodado” con diligencias en otras causas que han estado a su cargo, 
como ProCultura, Sierra Bella y la referente a la compra de la casa de Allende. 

O ————— 
  

  

  

> El fiscal Cooper también solicitó allanar La Moneda e incautar el celular de Miguel Crispi. 

María Catalina Batarce 
  

Aunque la principal motivación tras el 

intento de remoción del fiscal regional de 

Coquimbo, Patricio Cooper, fue la forma 

en que el persecutor ha dirigido la inves- 

tigación en contra de la diputada comu- 

nista Karol Cariola, su estilo de investiga- 

ción ha levantado alertas en La Moneda. 

Y es que incluso antes de que se abriera 

la investigación en contra de la otrora pre- 

sidenta de la Cámara de Diputados, desde 

el PC se había reprochado la fórmula uti- 

lizada por el persecutor en la indagación 

de la fallida compra venta de la exClínica 

Sierra Bella. Ahí asomaba como princi- 

pal imputada la exalcaldesa Irací Hassler, 

pero finalmente el Ministerio Público co- 

municará su decisión de no perseverar. 

Se reprochó, por lo mismo, que se man- 

tuvo abierta una indagación contra la ex- 

jefa comunal pese a que no se advertían 

delitos. “Esta causa, sin duda que se po- 

dría haber cerrado mucho antes, sin em- 

bargo, se mantuvo abierta hasta después 

de las elecciones municipales”, comentó 

Hassler al conocerse la definición. 

Pero esas no han sido las únicas causas 

comandadas por Cooper que han tenido 

como foco a figuras oficialistas. De hecho, 

cuando aún estaba a la cabeza de la inves- 

tigación del denominado caso ProCultura 

-ahora encabezado por el fiscal Juan Cas- 

tro Bekios-, fue quien logró pinchar el te- 

léfono de la psiquiatra Josefina Huneeus y 

interceptar una llamada que esta sostenía 

con el Presidente Gabriel Boric. 

Si bien posteriormente la Corte Supre- 

ma declaró ilegales dichas diligencias y 

ordenó que se borraran, fueron las que lo 

motivaron -previamente- a intentar obte- 

ner autorización para intervenir el teléfo- 

no del propio Mandatario. 

En ese momento, cabe recordar, el per- 

secutor fundaba la petición en que Boric, 

eventualmente, podría haber tenido más 

antecedentes del caso, aunque el Juzgado 

de Garantía de Antofagasta se opuso. Eso sí, 

Cooper logró visto bueno para interceptar, 

en el marco de la misma indagatoria, las 

comunicaciones de Miguel Crispi, exjefe de 

asesores del Segundo Piso de La Moneda. 

No tuvo la misma suerte, eso sí, con la 

petición para allanar La Moneda e incau- 

tar el celular del sociólogo y exdiputado. 

A propósito de estos sucesos fue que 

desde el Ejecutivo no escondieron su 

preocupación y, de hecho, se deslizó por 

parte de las autoridades que el Ministerio 

Público tendría que fundar sus peticio- 

nes. Incluso, se denunció a la ministra 

Macarena Lobos por supuestamente in- 

tentar incidir en las determinaciones de 

un ente autónomo. 

De ProCultura a la casa de Allende 

Y los “dolores de cabeza” no termina- 

ron ahí. Pues las pesquisas de Cooper en 

ProCultura, particularmente el pinchazo 

a Crispi, lo llevaron a abrir otra indaga- 

toria referente a actuaciones de figuras 

de gobierno, la relativa a la ahora fallida 

compraventa de la casa del exPresidente 

Salvador Allende. 

En medio de la indagatoria, a los investi- 

gadores les llamó la atención una llamada 

que el militante frenteamplista recibió de 

su madre, Claudia Serrano, ya que ahí co- 

mentaban sobre el “bochornoso” proceso 

que le costó la renuncia a la exminis- 

tra Marcela Sandoval y sobre eventuales 

“presiones” de la entonces senadora Isa- 

bel Allende, quien fue finalmente desti- 

tuida del cargo. 

Ha sido bajo esa indagatoria, que aún 

sigue desformalizada, que Cooper incluso 

le tomó declaración al Presidente Gabriel 

Boric y a una serie de otros funcionarios 

de gobierno, incluidos varios ministros 

de Estado. 

Además, intentó sin éxito allanar La 

Moneda, con miras a obtener documenta- 

ción de asesores; el Ministerio de Defen- 

sa, dado el rol en la compra de la entonces 

ministra de Defensa Maya Fernández; y 

también el Congreso, para ingresar a las 

oficinas de Isabel Allende. O 
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